
 

 

J. CAF N 8  

 

APELA MEDIDA CAUTELAR RECHAZADA - FUNDA – MANTIENE  RESERVA DEL 

CASO FEDERAL  

 

 

Sra. Juez: 

 OTERO, MATÍAS, abogado, (T°132, F°763 C.P.A.C.F.), con domicilio 

electrónico CUIT 20-34098950-4, en mi carácter de apoderado del Observatorio de Derecho 

Informático Argentino y de la Sra. Eliana Andrade, manteniendo domicilios conjuntamente 

constituidos, en los autos caratulados “ANDRADE, ELIANA Y OTRO C/ EN - JEFATURA 

DE GABINETE DE MINISTROS DE LA NACIÓN - DECAD 2020/431 - LEY 25.326 

S/AMPARO LEY 16.986” (EXPTE. N° 18198/2023)  a V.S., respetuosamente, digo: 

I. OBJETO 

Que, venimos en legal tiempo y forma, a interponer recurso de apelación contra la 

sentencia de fecha 07/09/2023 (cfr. cédula N° 23000070451585 - notificado el día: 07/09/2023 

12:44 hs.) mediante la cual se rechazó la medida cautelar peticionada, causando a esta parte un 

gravamen de imposible reparación ulterior.  

Asimismo, a través de la presente expresamos los agravios pertinentes, solicitando 

a la instancia de alzada que revoque la sentencia de grado, en virtud de los argumentos de hecho 

y de derecho que se expondrán a continuación. 

II. SOBRE LA SENTENCIA APELADA 

El frente actor se agravia de la sentencia por haber rechazado el pedido cautelar, 

sin fundamentos suficientes que justifiquen esa decisión y sin evaluar en modo alguno el marco 

fáctico y jurídico que rodea la controversia, plenamente demostrado con la exposición en el 

escrito de inicio de demanda. 



 

 

 La sentencia apelada motivó el rechazo de la medida cautelar de la siguiente 

manera: 

Como puede advertirse, son dos los argumentos para rechazar el planteo: (i) el 

hecho de que la petición principal no sería más que una reiteración del pedido cautelar 

incorporado en el escrito de demanda y (ii) la supuesta ausencia de peligro en la demora. 

III. CONTEXTO:  

Antes de avanzar con la expresión de agravios contra la sentencia de la magistrada 

de primera instancia, es importante destacar tanto las particularidades del caso promovido por 

ODIA y la Srta. Andrade, como el alcance del pedido cautelar concreto efectuado en el marco 

del mismo (cuyo rechazo dio lugar a esta apelación).  

Ello es así, en virtud de que la tutela preventiva requerida en clave de medida 

cautelar no puede desentenderse de las particularidades del caso bajo riesgo de privar de una 

tutela judicial oportuna y efectiva a un enorme grupo de afectados que están siendo 

representados por ésta organización en este proceso (lo cual supondría una violación de los 

arts. 18, 42 y 43 de la CN y de los arts. 8 y 25 de la CADH, provocando al mismo tiempo 

responsabilidades internacionales para el Estado argentino por incumplir con sus deberes 

convencionales).  

III.1. El caso versa sobre un asunto de interés público con grave y 

generalizada afectación de derechos de un grupo débilmente protegido:  

 

Con la sanción del Decreto 260/2020 (sobre emergencia sanitaria), el 12 de marzo 

de 2020, tuvo comienzo en nuestro país, un hecho de singular relevancia histórica -y también 

relevancia en lo normativo-, la pandemia Coronavirus. Tal medida, tomada un día después de la 

declaración de Pandemia, por la Organización Mundial de la Salud, tuvo entre sus 

consideraciones la situación epidemiológica existente al momento de su dictado. En tal sentido, 

de los considerandos del citado decreto surge “...la evolución de la situación epidemiológica 

exige que se adopten medidas rápidas, eficaces y urgentes, por lo que deviene imposible seguir 

los trámites ordinarios para la sanción de las leyes…” [v. párr. 4, considerandos del decreto]. 



 
Como resultado de esta declaración de emergencia, diez (10) días después, el 22 

de marzo, la Jefatura de Gabinete de Ministros (en adelante JGM) dictó la Decisión 

Administrativa N° 431/2020 (en adelante DA.).  

En tal inteligencia, desde la sanción de estas normas (Dec. 260/2020 y D.A. 

431/2020), a la fecha, se ha producido una marcada alteración de dicho marco fáctico, respecto a 

su vigencia. Empero, sin perjuicio de estas modificaciones, el excepcional remedio 

instrumentado, mediante el cual el Estado Nacional ha decidido prescindir del 

consentimiento de los titulares de los datos personales que habilita a recabar dicha DA, se 

preserva incólume y plenamente operativo al día de la fecha. 

Resulta menester insistir sobre el cambio de las condiciones sanitarias existentes 

al 11 de marzo de 2020, con respecto al escenario actual. Solo de tal modo resultará posible 

analizar y verificar la manifiesta desproporcionalidad resultante de la vigencia de la DA. Para 

ello, debemos señalar que de las publicaciones efectuadas por el Estado Nacional se advierte 

la modificación sustancial del elemento causal que dio sustento a la implementación de tal 

medida extraordinaria. 

En el mes de abril de 2022 el Estado Nacional decidió, atento a la morigeración de 

contagios, modificar el método de reporte de casos. En tal oportunidad, decidió pasar de un 

modelo de informes diarios a uno de tipo semanal [v. 

https://www.infobae.com/salud/2022/04/19/covid-en-argentina-eliminaron-el-reporte-diario-de-

contagios-y-los-datos-se-difunden-por-semana]. Tal decisión obedeció a una sustancial baja en 

los casos reportados. 

Esta realidad, manifestada por la propia administración en documentos 

oficiales, expone de forma indudable, el desproporcionado cercenamiento de los Derechos 

Fundamentales de la Srta. Andrade, así como el de toda la ciudadanía, toda vez que el 

marco fáctico que dio fundamento a la implementación de las medidas de emergencia citadas, 

restrictivas de Derechos esenciales, ya no existen.  

Asimismo, el pasado 29 de marzo del corriente, la JGM (a través de la 

Subsecretaría de servicios y país digital) en la DI-2023-2-APN-SSSYPD#JGM estableció dar 

de baja las bases de datos relacionadas en la materia.  Lo llamativo es que la misma nada 

invoca en cuanto a dejar sin efecto la transferencia de datos, simplemente subyuga su 

accionar a dar de baja las bases de datos mencionadas precedentemente.  

https://www.infobae.com/salud/2022/04/19/covid-en-argentina-eliminaron-el-reporte-diario-de-contagios-y-los-datos-se-difunden-por-semana/
https://www.infobae.com/salud/2022/04/19/covid-en-argentina-eliminaron-el-reporte-diario-de-contagios-y-los-datos-se-difunden-por-semana/


 

 

Como corolario,  el pasado 04  de mayo de 2023,  el Comité de Emergencias 

sobre la COVID-19 - (OMS), determinó que la COVID-19 ya no constituye una emergencia de 

salud pública de importancia internacional. Cabe aclarar qué en fecha 11/07/2023 ésta parte 

denunció como hecho nuevo tal acontecimiento.  

En atención a los antecedentes detallados ut-supra, queda demostrado de 

manera palmaria, que el marco fáctico —en particular su arista epidemiológica—, que dieron 

origen a la DA cuestionada, ya no existe.  

En consecuencia, lo expuesto permite inferir que el Estado Nacional continúa 

ejecutando a la fecha la atribución desmedida de la transferencia de los datos personales de 

la ciudadanía, pasando por alto la protección de  los derechos consagrados en los  arts. 18, 42 y 

43 de la CN y de los arts. 8 y 25 de la CADH. 

 

III.2. El alcance de la medida cautelar peticionada: 

El derecho a la protección de datos personales persigue garantizar al particular un 

poder de control sobre sus datos personales, su uso y su destino, con el propósito de impedir su 

tráfico ilícito y lesivo.  

El derecho fundamental a la protección de datos amplía la garantía constitucional 

a aquellos datos que sean relevantes para, o tengan incidencia en, el ejercicio de cualquier 

derecho de la persona, sean o no derechos constitucionales y, sean o no, relativos al honor, la 

ideología, la intimidad personal y familiar, como a cualquier otro bien constitucionalmente 

amparado. 

La DA aquí impugnada, así como las transferencias realizadas y/o realizables a su 

amparo, resultan a todas luces violatorias de las disposiciones que consagran la ley 25.326 (cfr. 

arts. 5, 6 y 11 ) ya que imponen el consentimiento previo, expreso, inequívoco e informado del 

titular de los datos. Pues invierte la regla, al considerar la prestación del consentimiento de 

manera tácita del titular, ante la mera sanción de una norma de carácter sub-legal.  

En efecto, la traspolación de la información para ser utilizada con fines ajenos a 

los que originariamente dieran lugar al consentimiento del titular, excede la causa que ha dado 

motivo a la administración para que disponga de esos ficheros de datos personales. Ello, toda 



 

vez que el elemento causal de excepción que la propia administración invocada para la 

sanción de la DA 431/2020 ha cesado, sería necesario contar con el consentimiento previo y 

expreso para modificar el destino de la información. 

Cabe destacar que, la medida cautelar peticionada se orienta a asegurar –con un 

ínfimo nivel de injerencia posible sobre la demandada- el mínimo existencial de los derechos de 

tanto de la actora, Srta. Eliana Andrade, como de la sociedad en general.  Derechos los cuales se 

encuentran en sistemática y permanente afectación ante una práctica tan burda como es transferir 

sus datos de forma permanente sin que exista la causa (Pandemia SARS COV 2) que dio origen a 

dicha práctica. 

 

IV. LOS FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN:  

Teniendo presente el contexto en el cual se presenta la cuestión en estudio y los 

argumentos brindados por la sentencia apelada para rechazar la pretensión cautelar de esta parte, 

avanzaremos ahora sobre la crítica concreta y razonada de tal decisión para demostrar que la 

misma debe ser revocada por la alzada. 

Los fundamentos de derecho y la situación general que nos llevaron al pedido de 

la medida cautelar ahora rechazada, a un oído inexperto en la materia de datos personales,  

pueden sonar similares a los que nos impulsaron a la inconstitucionalidad requerida en el escrito 

de demanda, pero de ninguna manera lo son, en atención a que, preventivamente se solicitó: se 

conceda de modo urgente la medida cautelar solicitada, en los términos del art. 195 del 

CPCCN y se disponga el inmediato cese de transferencias de datos personales, desde los 

organismos contemplados por el art. 8 de la Ley 24.156 (Administración financiera), hacía la 

JGM, en virtud de lo dispuesto por la DA N° 431/2020; mientras que de fondo se requirió: 1) 

se declare la inconstitucionalidad de la DA N°431/2020 (de fecha 22/03/2020), en cuanto a 

su artículo primero, ello, por encontrarse afectado el derecho fundamental a la intimidad y 

por consiguiente a la vulneración de la privacidad y el descuido de la autodeterminación en 

materia de datos personales, consagrados en la ley N° 25.326 y 2) y 2,) se declare la 

inconstitucionalidad de la habilitación contenida en el artículo 5, inc.2, ap. B), en cuanto ha 

sido aplicada al presente caso, por resultar violatorio del principio de legalidad.  



 

 

 Es importante que V.S tenga en cuenta que nunca fue el objeto de nuestra 

acción, dilucidar si la JGM contaba o no con el poder de policía necesario para habilitar la 

transferencias de datos, por el contrario, nuestra acción se apoya en el pedido de declaración de 

la inconstitucionalidad de la DA que realiza la transferencia de datos personales, así como del 

art. 5, inc. 2, b), en la que la JGM se ha amparado para prescindir del consentimiento de los 

titulares de los datos personales (sensibles), que habilitó dichas transferencias y que en la 

actualidad continúa en vigencia. 

Cabe señalar -nuevamente-  que este tipo de principios de excepción genéricos al 

consentimiento llevan ya más de 20 años de retroceso en el Derecho Comparado, incluso en 

aquellos países que sirvieran de inspiración al legislador para la sanción de nuestra Ley de 

Protección de Datos Personales. 

IV.1. El hecho de que la petición principal no sería más que una reiteración 

del pedido cautelar incorporado en el escrito de demanda: 

 

Es imprescindible destacar que la arbitrariedad en la sentencia existe cuando en la 

misma no se expresan razones coordinadas y consecuentes, sino por el contrario se contradicen 

entre sí, lo que ha de concluir en el absurdo notorio en la motivación y especialmente en la 

estructura lógica y legal del fallo.  

La arbitrariedad en las reglas de la sana crítica aparece configurada, cuando en 

forma ostensible surge de la sentencia impugnada que el a quo ha incurrido en error de derecho 

en la apreciación de la prueba, como consecuencia de no haberla hecho de conformidad a las 

reglas de la sana crítica, esto es, a las normas de la lógica formal, que obligan a formular el 

silogismo con ajuste a los principios de identidad, de no contradicción, de tercero excluido y 

fundamentalmente el de "razón suficiente" [v. http://www.saij.gob.ar/doctrina-arbitrariedad-

sentencia-arbitraria-principio-congruencia-incongruencia-fundamentacion-sentencias-reglas-

sana-critica-apreciacion-prueba-error-derecho-su90000106/123456789-0abc-defg6010-

0009soiramus#:~:text=La%20arbitrariedad%20en%20la%20sentencia,l%C3%B3gica%20y%20l

egal%20del%20fallo.] 

 

Esta parte sostiene que la sentencia es arbitraria a todas luces, toda vez que la 

http://www.saij.gob.ar/doctrina-arbitrariedad-sentencia-arbitraria-principio-congruencia-incongruencia-fundamentacion-sentencias-reglas-sana-critica-apreciacion-prueba-error-derecho-su90000106/123456789-0abc-defg6010-0009soiramus#:~:text=La%20arbitrariedad%20en%20la%20sentencia,l%C3%B3gica%20y%20legal%20del%20fallo
http://www.saij.gob.ar/doctrina-arbitrariedad-sentencia-arbitraria-principio-congruencia-incongruencia-fundamentacion-sentencias-reglas-sana-critica-apreciacion-prueba-error-derecho-su90000106/123456789-0abc-defg6010-0009soiramus#:~:text=La%20arbitrariedad%20en%20la%20sentencia,l%C3%B3gica%20y%20legal%20del%20fallo
http://www.saij.gob.ar/doctrina-arbitrariedad-sentencia-arbitraria-principio-congruencia-incongruencia-fundamentacion-sentencias-reglas-sana-critica-apreciacion-prueba-error-derecho-su90000106/123456789-0abc-defg6010-0009soiramus#:~:text=La%20arbitrariedad%20en%20la%20sentencia,l%C3%B3gica%20y%20legal%20del%20fallo
http://www.saij.gob.ar/doctrina-arbitrariedad-sentencia-arbitraria-principio-congruencia-incongruencia-fundamentacion-sentencias-reglas-sana-critica-apreciacion-prueba-error-derecho-su90000106/123456789-0abc-defg6010-0009soiramus#:~:text=La%20arbitrariedad%20en%20la%20sentencia,l%C3%B3gica%20y%20legal%20del%20fallo
http://www.saij.gob.ar/doctrina-arbitrariedad-sentencia-arbitraria-principio-congruencia-incongruencia-fundamentacion-sentencias-reglas-sana-critica-apreciacion-prueba-error-derecho-su90000106/123456789-0abc-defg6010-0009soiramus#:~:text=La%20arbitrariedad%20en%20la%20sentencia,l%C3%B3gica%20y%20legal%20del%20fallo


 
misma carece de fundamentación suficiente y comete una omisión del examen y tratamiento de 

las cuestiones conducentes para la adecuada solución de la causa.  

Oportunamente se solicitó el dictado de una medida cautelar disponiendo la 

suspensión de los efectos de la DA 431/2020, donde la Jueza de primera instancia debía ordenar 

al Estado Nacional el cese de la recopilación, transmisión y tratamiento de datos personales, 

desde las jurisdicciones, entidades y organismos de la Administración Pública Nacional (cfr.  art 

8 inc. a, b y c de la Ley N°24.156).  
 

  Sobre esto la CSJN ha señalado que la tutela judicial efectiva “supone la 

posibilidad de ocurrir ante los tribunales de justicia -y ante las autoridades administrativas 

competentes- y obtener de ellos sentencia o decisión útil relativa a los derechos de los 

particulares o litigantes y que requiere, por sobre todas las cosas, que no se prive a nadie 

arbitrariamente de la adecuada y oportuna tutela de los derechos que pudieren eventualmente 

asistirle sino por medio de un proceso -o procedimiento conducido en legal forma y que 

concluya con el dictado de una sentencia -o decisión fundada” [CSJN, v. fallo 327:4185 - lo 

destacado nos pertenece].  

La tutela del grupo representado por ODIA sólo podrá ser eficaz en tanto se 

resguarden cautelarmente los derechos involucrados y se detenga, con el alcance peticionado 

(esto es, con la colaboración de la demandada) la práctica ilícita que se encuentra llevando a 

cabo  desde el dictado de la DA 431/2020. 

Asimismo, señaló que el requisito de peligro en la demora que exige la adopción 

de una medida de no innovar debe juzgarse de acuerdo con un juicio objetivo o derivar de hechos 

que puedan ser apreciados incluso por terceros (Minera Tritón Argentina S.A. c/ Santa Cruz, 

Provincia de s/ medida cautelar del 30/06/2015; 330:4144 Disidencia de los jueces Fayt, 

Petracchi y Zaffaroni;  330:1261; 329:2764 Disidencia del juez Fayt; 329:789; 326:3658; 

326:1999; 325:2842; 325:2367; 325:1873; 314:711).  

Por último y no menos importante, vale destacar que la medida solicitada intenta 

la detención de la creación de nuevos registros de datos personales ante la JGM, lo cuál, al 

menos en esta instancia, en modo alguno implicaría modificación respecto a los datos ya 



 

 

remitidos en los términos dispuestos  por la D.A. 431/2020. 

 

IV.2. El requisito de peligro en la demora se encuentra claramente abastecido 

en el caso: 

Es sabido que para la viabilidad de toda medida cautelar deben darse una serie de 

requisitos que tienden a comprobar por un lado la verosimilitud del derecho invocado, dado 

por la apariencia de certeza o credibilidad del mismo (lo que se llama "fomus boni iuris" o humo 

de buen derecho), el peligro en la demora, es decir, el interés jurídico del peticionante ante 

la posibilidad de frustración de su derecho como consecuencia de un pronunciamiento que 

diferido en el tiempo se vuelva de imposible cumplimiento y, por último, como un derecho-

garantía para quien se ubica en polo opuesto de la relación -sujeto pasivo de la medida cautelar- 

se exige una contra cautela como garantía ante un posible daño a aquel [v. 

http://www.saij.gob.ar/tomas-pedro-chialvo-presupuestos-procesales-sustanciales-para-

atribucion-responsabilidad-patrimonial-frente-danos-provocados-una-medida-cautelar-

dacf100017-2010-03/123456789-0abc-defg7100-01fcanirtcod]. 

 

Ampliando lo que refiere al peligro en la demora, podemos afirmar que,  se trata 

de motivaciones de orden racional que autorizan a pensar o creer en la factibilidad del 

desbaratamiento, ya que no alcanza a ser configurado por la sola opinión personal del 

reclamante o por su temor, aprehensión, recelo, apreciación subjetiva o mero pesimismo, sino 

que debe provenir de hechos que puedan ser apreciados en sus posibles consecuencias, aún 

por terceros —cuestiones que fueron expresadas en el escrito inicial—. 

Nuestro máximo tribunal ha sostenido que a los fines de conceder medidas 

cautelares debe acreditarse que existe peligro en la demora para justificar el dictado de la 

medida, el cual debe resultar en forma objetiva del examen sobre los distintos efectos que podría 

provocar la aplicación de las disposiciones impugnadas [v. Fallo: 344:3442]. En consonancia con 

dicha doctrina ha agregado que el examen de la concurrencia del peligro en la demora para el 

dictado de una medida cautelar exige una apreciación atenta de la realidad comprometida —

cuestión que a nuestro entender no fue evaluada por la a quo—. 

La Corte ha afirmado que el examen de las medidas cautelares, lleva ínsita una 

http://www.saij.gob.ar/tomas-pedro-chialvo-presupuestos-procesales-sustanciales-para-atribucion-responsabilidad-patrimonial-frente-danos-provocados-una-medida-cautelar-dacf100017-2010-03/123456789-0abc-defg7100-01fcanirtcod
http://www.saij.gob.ar/tomas-pedro-chialvo-presupuestos-procesales-sustanciales-para-atribucion-responsabilidad-patrimonial-frente-danos-provocados-una-medida-cautelar-dacf100017-2010-03/123456789-0abc-defg7100-01fcanirtcod
http://www.saij.gob.ar/tomas-pedro-chialvo-presupuestos-procesales-sustanciales-para-atribucion-responsabilidad-patrimonial-frente-danos-provocados-una-medida-cautelar-dacf100017-2010-03/123456789-0abc-defg7100-01fcanirtcod


 
evaluación del peligro de permanencia en la situación actual a fin de habilitar una resolución que 

concilie -según el grado de verosimilitud- los probados intereses del demandante y el derecho 

constitucional de defensa del demandado [Fallos: 344:316; 343:930]. 

 

  En “Construtora Norberto Odebrecht”, sentencia del 15/10/2015, expresó que a 

los fines de evaluar la procedencia de una medida cautelar, el peligro en la demora se debe 

advertir en forma objetiva si se consideran los efectos que provocaría la aplicación de la 

resolución determinativa impugnada y la gravitación económica que tendría.  

También fue expresada esta regla en fallos 329:5160; 329:3890; 329:803; 

328:4309; 318:30 Asimismo, señaló que el requisito de peligro en la demora que exige la 

adopción de una medida de no innovar debe juzgarse de acuerdo con un juicio objetivo o derivar 

de hechos que puedan ser apreciados incluso por terceros (Minera Tritón Argentina S.A. c/ Santa 

Cruz, Provincia de s/ medida cautelar del 30/06/2015; 330:4144 Disidencia de los jueces Fayt, 

Petracchi y Zaffaroni; 330:1261; 329:2764 Disidencia del juez Fayt; 329:789; 326:3658; 

326:1999; 325:2842; 325:2367; 325:1873; 314:711).  

En el ámbito local, en numerosos casos el Dr. Trionfetti —Juez CAyTRC de la 

CABA— afirmó que neutralizar los riesgos del peligro que se invoca ya que de no accederse a lo 

solicitado, existe la posibilidad de que se ocasione un perjuicio irreparable por la duración del 

proceso hasta el dictado de la sentencia definitiva, el dictado de una medida innovativa que 

anticipe el objeto mediato de la pretensión resulta en muchos casos indispensable.  

Entonces, cuando la Juez de grado dice “...Ahora bien, dada la brevedad de los 

plazos que consagra la ley de amparo y teniendo en cuenta, que en autos ya se ha ordenado 

librar oficio a la accionada JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS DE LA NACIÓN con 

fecha 7/9/2023 a fin de que produzca el informe previsto en el art. 8° de la ley 16.986 entiendo 

que el requisito de peligro en la demora que establece el inciso 2° del artículo 230 del Código 

Procesal Civil y Comercial de la Nación para la procedencia de la medida cautelar solicitada, 

no se encuentra suficientemente acreditado…” y ayudados por la lógica del párrafo anterior, 

podemos afirmar que el informe del art. 8 no desarticula el peligro en la demora en 

atención a que es una norma de efecto continuado. Recordemos que, en materia de datos 

personales, una vez que el dato es migrado el daño es perpetuo, no hay trazabilidad. La DA 



 

 

habilita a la cartera ministerial a migrar a discreción.  

 

 En el resolutorio apelado también se afirmó que “(...) 2°) el peligro en la demora, 

que exige la probabilidad de que la tutela jurídica definitiva que la actora aguarda de la 

sentencia a pronunciarse no pueda, en los hechos, realizarse, es decir que, a raíz del transcurso 

del tiempo, los efectos del fallo final resulten prácticamente inoperantes…”  en cuanto a este 

punto, cabe tener presente que la finalidad de las medidas precautorias no es otra que asegurar la 

eficacia práctica de la sentencia y su fundabilidad depende un análisis de mera probabilidad 

acerca de la existencia del derecho discutido, más no de un conocimiento exhaustivo y profundo 

de la materia controvertida en el proceso principal [v. CSJN 314:695 entre otros], al día de la 

fecha la DA habilita a seguir  transfiriendo. 

 

Asimismo, la sentencia en su considerando VII dijo: “...no debe olvidarse que 

cuando está de por medio un obrar estatal que goza de presunción de legitimidad (ley 19549, 

art. 12) y tiene grave incidencia en el bien público, la concurrencia de los requisitos 

normalmente exigibles para la procedencia de la cautela pretendida debe ser analizada con 

mayor rigor y especial prudencia (cfr. CNACAF, doctrina de fallos: “U.B.A. -Incidente- c/ 

Estado Nacional s/ proceso de conocimiento”, 28/05 /98, Sala I; “Cooperativa de Trabajo Villa 

Celina Ltda. c/ E.N. PEN Dto. 1473/01 Ley 22.285 y otros s/amparo ley 16.986”, Sala II, 8/08 

/02; “Transportes Metropolitanos Gral. San Martín S.A. -Inc Med- c/ EN -Dto 479/94 y 1418/99 

y otros s/ Amparo ley 16.986”, Sala IV, 16 /09/04; entre otros)...”. 

 

Respecto del ut-supra transcrito se destaca la omision de analizar la situación 

actual, la modificación sustancial del marco fáctico del cual se se dio basamento la JGM para 

justificar disposición cuestionada, es decir, la causa pandemia no existe pero la transferencias si.  

Es importante destacar que las transferencias no fueron únicas. La alzada deberá tener en cuenta 

que no se transfirió solo en el pasado, la DA habilita la transferencia a la fecha.  

 

En el mismo orden de ideas, esta parte tampoco comparte el razonamiento 

realizado por la jueza de grado al expresar que “...dada la brevedad de los plazos que consagra 

la ley de amparo y teniendo en cuenta, que en autos ya se ha ordenado librar oficio a la 



 
accionada JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS DE LA NACION con fecha 7/9/2023 a 

fin de que produzca el informe previsto en el art. 8° de la ley 16.986 entiendo que el requisito de 

peligro en la demora que establece el inciso 2° del artículo 230 del Código Procesal Civil y 

Comercial de la Nación para la procedencia de la medida cautelar solicitada, no se encuentra 

suficientemente acreditado”. Yerra la sentenciante al considerar que el cumplimiento de un 

requisito procesal por parte de la demandada, equivale a satisfacer los extremos que se pretenden 

satisfacer con la medida cautelar. Muy por el contrario, el informe producido solo es una 

confirmación de la vulnerabilidad de los datos y  de derechos que esta parte manifiesta que están 

siendo violados.  

Por otro lado, cuando la Juez de primera instancia manifiesta que “...no 

corresponde dictar a título precautorio decisiones cuyo objeto coincida total o parcialmente con 

el de la demanda, ya que después de su dictado el proceso quedaría vacío de contenido al 

satisfacerse por medio de la cautelar el objeto de la pretensión (cfr. CNACAF, Sala IV, 

sentencia del 5/4/90 in re “Tradimex”; ídem, Sala I, sentencia del 13/12/90 in re “Triulzi”)...” 

la sentenciante no considera que esta parte realizó peticiones sustancialmente diferentes. De la 

lectura del escrito inicial se visualiza como el frente actor determina el objeto. A su vez, en el 

Pto. IX del escrito de inicio solicita la medida cautelar pertinente, en pro de que se cese con la 

transferencia de datos sin consentimiento expreso. 

Entonces, resulta imperioso recordar que, a los fines de conceder medidas 

cautelares debe acreditarse que existe peligro en la demora para justificar el dictado de la 

medida, el cual debe resultar en forma objetiva del examen sobre los distintos efectos que podría 

provocar la aplicación de las disposiciones impugnadas. [v. “Asociación Argentina de abogados 

ambientalistas y otro c/ jujuy, provincia de y otro (estado nacional) s/amparo ambiental” CSJ 

770/201911/11/2021 Fallos: 344:3442] lo que nos lleva a considerar que objetivamente la 

pandemia terminó y objetivamente los datos se siguen transfiriendo. 

 

Recordemos que, el examen de la concurrencia del peligro en la demora exige una 

apreciación atenta de la realidad comprometida, con el objeto de establecer cabalmente si las 

secuelas que pudieran producir los hechos que se pretenden evitar restan eficacia al ulterior 

reconocimiento del derecho en juego, originado por la sentencia dictada como acto final y 

extintivo del proceso y en ese sentido, ese extremo debe resultar en forma objetiva del examen 



 

 

sobre los distintos efectos que podría provocar la aplicación de las diversas disposiciones 

impugnadas, entre ellos, su gravitación económica (Disidencia de los jueces Maqueda y Rosatti).  

[v. CSJN - argumentos en  fallo: 343:1086]. 

  El peligro en la demora es palmario, al considerar la dimensión de la 

gravedad en ante la que nos encontramos, ya que una vez transferidos los datos, su 

trazabilidad y destino es de imposible verificación, ya que los mismos han sido cedidos a 

terceras partes o expuestos a personas no autorizadas. 

El peligro en la demora no solo es claro, sino también actual y continuo, hasta 

tanto se dicte una medida cautelar suspendiendo los efectos de la citada DA. 

 

V. DERECHO 

 

La materia a tratar se encuentra regulada en las siguientes disposiciones: Tratados 

Internacionales de Derechos Humanos; Constitución Nacional; Ley Nº 16.986; Ley N°27.275; 

Doctrina y Jurisprudencia aplicable al caso en concreto. 

 

VI. CONTINÚA LA RESERVA DEL CASO FEDERAL 

OPORTUNAMENTE EFECTUADA 

 

En virtud de lo expreso, venimos a mantener la  expresa reserva del caso Federal 

para  hipotético caso que la sentencia apelada fuera confirmada por la alzada, de recurrir a la 

Corte Suprema de Justicia de la Nacion por violación de derechos constitucionales de 

conformidad  con lo previsto en los artículos 14 y 15 de la ley 48. 

Resulta palmaria la idea de que un fallo contrario a las pretensiones procesales por 

las cuales se acciona en el presente caso, vulneraría  los arts. 14, 32 y 33 de la Constitución 

Nacional como así,  el artículo 13 de la Convención Americana de Derechos Humanos. 

Asimismo, resulta dable destacar que una resolución judicial contraria a las 

pretensiones articuladas resultaría no sólo irrazonable sino además arbitraria y caprichosa,  todo 

lo cual configuraría la arbitrariedad de sentencia por lo cual dejamos planteado el Caso Federal 

para recurrir a la Corte Suprema de Justicia de la Nación por la vía del Recurso extraordinario 

federal fundado en la causal de arbitrariedad. 



 
 

VII. PETITORIO 

 

Por todo lo expuesto a V.S. solicitamos: 

 

a) Tenga por fundado en tiempo y forma el recurso de apelación contra la 

sentencia dictada el pasado jueves ;  

b) Eleve los autos a las Excma. Cámara de Apelaciones para que proceda a tratar 

el contenido de la apelación; 

c) Tenga presente el caso federal planteado; 

d) Que V.E. haga lugar al recurso con el alcance expuesto y se revoque en la 

alzada la decisión apelada en cuanto fue materia de agravios, ordenando la medida cautelar 

peticionada por ser el único modo de tutelar en forma oportuna y eficiente. 

 

Proveer de Conformidad,  

                                                                                         SERÁ JUSTICIA. 
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